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"Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos (...)". Art. 1 de la Declaración Universal de los DD HH 
"Tots els éssers humans naixen lliures i iguals en dignitat i drets (...)". Art. 1 de la Declaració Universal dels DD HH 

Queja 2204064  

Materia Procedimientos administrativos. 

Asunto 
Falta de respuesta del 
Ayuntamiento de Castelló de la 
Plana al Sindicato Profesional de 
Policía Local y Bomberos. 

Actuación Resolución de consideraciones a la 
Administración. 

 

 

 

 

 

 
RESOLUCIÓN DE CONSIDERACIONES A LA ADMINISTRACIÓN 

 
1 Antecedentes 
 
1.1 De acuerdo con la normativa que rige el funcionamiento de esta institución, la persona promotora de la 
queja presentó en fecha 27/12/2022 un escrito al que se le asignó el número de queja 2204064. 
 
En su escrito manifestaba que el Ayuntamiento de Castelló de la Plana no respondía a los escritos que 
como delegado sindical presentaba imposibilitando con ello la realización de una adecuada labor sindical y 
de representación de los trabajadores de este ayuntamiento y conculcando cualquier principio de buena fe. 
 
1.2 Admitida a trámite la queja, de acuerdo con lo previsto en el art 31 de la Ley 2/2021, de 26 de marzo, de 
la Generalitat, del Síndic de Greuges, esta institución solicitó en fecha 29/12/2022, al Ayuntamiento de 
Castelló que, en el plazo de un mes, remitieran un informe detallado y razonado sobre los hechos que 
habían motivado la apertura de la queja.  
 
1.3 Transcurrido en exceso el plazo señalado, el Ayuntamiento no ha aportado la información requerida, ni 
solicitado la ampliación del plazo para remitirlo, por lo que no se ha podido dar traslado a las personas 
promotoras del expediente, de información alguna, al objeto de que, si lo consideraban oportuno, 
presentasen escrito de alegaciones. 
 
2 Consideraciones 
 
2.1 Derechos y libertades públicas relacionadas con la presente queja 
 
2.1.1 Se acordó la admisión a trámite de la presente queja por la posible afección al derecho a ejercicio de 
la acción sindical en el marco del derecho a una buena administración de la persona promotora del 
expediente, lo que faculta al Síndic de Greuges para intervenir en el presente supuesto, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 38 del Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana y en el artículo 1 de la 
Ley 2/2021, de 26 de marzo, de la Generalitat, del Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana. 
 
En primer lugar, cabe resaltar la falta de respuesta del Ayuntamiento de Castelló a las solicitudes y 
reclamaciones realizadas tanto por la persona interesada como por esta institución. 
 
En este sentido y respecto a la falta de respuesta a los promotores de la queja objeto de esta resolución, es 
preciso tener en cuenta que, el artículo 21 (Obligación de resolver) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas es claro al señalar que «la 
Administración está obligada a dictar resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos 
cualquiera que sea su forma de iniciación». 
 
En este mismo sentido, el artículo 9.2 del Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana reconoce que 
«todos los ciudadanos tienen derecho a que las administraciones públicas de la Generalitat traten sus 
asuntos de modo equitativo e imparcial y en un plazo razonable». 
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En relación con esta cuestión, debe tenerse en cuenta que el artículo 8 de nuestro Estatuto de Autonomía 
(norma institucional básica de nuestra comunidad autónoma) señala que «los valencianos y valencianas, en 
su condición de ciudadanos españoles y europeos, son titulares de los derechos, deberes y libertades 
reconocidos en la Constitución Española y en el ordenamiento de la Unión Europea (...)», indicando que 
«los poderes públicos valencianos están vinculados por estos derechos y libertades y velarán por su 
protección y respeto, así como por el cumplimiento de los deberes». 
 
A su vez, el artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (Derecho a la 
Buena Administración) establece que «toda persona tiene derecho a que las instituciones, órganos y 
organismos de la Unión traten sus asuntos imparcial y equitativamente y dentro de un plazo razonable» 
 
El Tribunal Supremo en la Sentencia núm. 1667/2020 de 16 de enero realiza una interpretación de este 
último precepto y declara que: 
 
“ (...) Y no está de más traer a colación el principio a la buena administración que, merced a lo 
establecido en el artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, ha adquirido 
el rango de derecho fundamental en el ámbito de la Unión, calificándose por algún sector doctrinal como 
uno de los derechos fundamentales de nueva generación del que se ha hecho eco la misma jurisprudencia 
de este Tribunal Supremo desde la sentencias de 30 de abril de 2012, dictada en el recurso de casación 
1869/2012 (ECLI:ES:TS:2012:3243); hasta la más reciente sentencia, con abundante cita, 1558/2020/, de 
19 de noviembre último, dictada en el recurso de casación 4911/2018 (ECLI:ES:TS:2020:3880); que se ha 
querido vincular, en nuestro Derecho interno, a la exigencia que impone el artículo 9.3º de nuestra 
Constitución sobre la proscripción de la arbitrariedad en la actuación de los podres públicos; pero 
que, sobre todo, debe considerarse implícito en la exigencia que impone a la actuación de la 
Administración en el artículo 103, en particular cuando le impone los principios de sometimiento 
"pleno" a la ley y al Derecho . Y en ese sentido, es apreciable la inspiración de la exigencia 
comunitaria en el contenido de los artículos 13 y 53 de la Ley del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas al referirse a los derechos de los ciudadanos en sus 
relaciones con la Administración. 
 
Pero la buena administración es algo más que un derecho fundamental de los ciudadanos, siendo ello lo 
más relevante; porque su efectividad comporta una indudable carga obligación para los órganos 
administrativos a los que se les impone la necesidad de someterse a las más exquisitas exigencias legales 
en sus decisiones, también en las de procedimiento. Y en relación con eso, con el procedimiento, no puede 
olvidarse que cuando el antes mencionado precepto comunitario delimita este derecho fundamental, lo hace 
con la expresa referencia al derecho de los ciudadanos a que sus " asuntos" se " traten... dentro de un plazo 
razonable"(...)” 
 
2.1.2 La peculiaridad en esta queja radica en el hecho de que el promotor de la queja cuando solicita 
una información de la que no obtiene respuesta, lo hace en su condición de delegado sindical. 
 
El derecho a la información, del que es titular el sindicato, es una manifestación del derecho de libertad 
sindical en su vertiente del derecho a la actividad sindical reconocida en los artículos 28 de la Constitución y 
2.1 d) de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto de Libertad Sindical. 
 
El Tribunal Supremo, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Cuarta en Sentencia 160/2021 
de fecha 9 de febrero de 2021, r. casación 1229/2020, en su fundamento de derecho quinto declara que: 
 
“El derecho a la libertad sindical constitucionalmente consagrado, además de su contenido esencial 
relativo a su propia organización sindical y a los medios de acción sindical: huelga, negociación colectiva y 
conflictos colectivos, tiene un contenido adicional de configuración legal. Según declara el Tribunal 
Constitucional ( STC 64/2016, 11 de abril), las expresiones del derecho fundamental, las organizativas o 
asociativas y funcionales o de actividad, constituyen el núcleo mínimo e indisponible, el contenido esencial 
de la libertad sindical. Pero junto a éstas, los sindicatos pueden ostentar derechos o facultades adicionales, 
atribuidos por normas legales o por convenios colectivos, que se añaden a aquel núcleo mínimo e 
indisponible de la libertad sindical. Así, el derecho fundamental se integra, no sólo por ese contenido 
esencial, sino también por el citado contenido adicional y promocional, de modo que los actos contrarios a 
este último son también susceptibles de infringir el artículo 28.1 CE, por todas, SSTC 173/1992, de 29 de 
octubre, 164/1993, de 18 de mayo, y 36/2004, de 8 de marzo, cuando se ejercitan fuera del marco previsto 
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por la Ley. En los términos que veremos respecto del invocado artículo 10.3. 1ª de la Ley Orgánica de 
Libertad Sindical. 
(...) 
El marco legal citado, en concreto, el artículo 10.3 de la Ley Orgánica de Libertad Sindical, ubicado 
sistemáticamente en el Título V "De la acción sindical", respecto de los delegados sindicales, establece 
que tendrán las mismas garantías que las establecidas legalmente para los miembros de los comités de 
empresa, o de los órganos de representación que se establezcan en las Administraciones públicas, así 
como los siguientes derechos que se relacionan, entre los que se encuentran, el acceso a la misma 
información y documentación que la empresa ponga a disposición del comité de empresa, si bien 
están obligados a guardar el correspondiente sigilo profesional en aquellas materias en las que legalmente 
proceda. 
 
Por lo que hace al ámbito del personal estatutario, el artículo 40.1 del Texto Refundido de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público, al establecer las funciones de las Juntas de Personal y los 
Delegados de Personal, relaciona aquellas relativas a recibir información sobre la evolución de las 
retribuciones, sobre traslado de instalaciones y revisión de sistemas de organización y métodos de trabajo, 
sobre las sanciones muy graves que se hayan impuesto, sobre la jornada laboral y horario de trabajo, vigilar 
el cumplimiento de las condiciones de trabajo y prevención de riesgos laborales y colaborar con la 
Administración para el cumplimiento de la productividad.” 
 
 
2.2 Conducta de la Administración 
 
El artículo 39.1.a) de la Ley 2/2021, de 26 de marzo, del Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana, 
establece lo siguiente: 

 
“Se considerará que existe falta de colaboración con el Síndic de Greuges cuando, en los plazos 
establecidos para ello, se produzcan los siguientes hechos: 
a) No se facilite la información o la documentación solicitada (...)”. 

 
El Ayuntamiento de Castelló de la Plana todavía no ha remitido a esta institución el informe requerido con 
fecha 29/12/2022, incumpliéndose el plazo legal máximo de un mes (artículo 31.2 de la citada Ley 2/2021). 
 
Cabe recordar el contenido del artículo 35, Obligación de responder, de la referida Ley 2/2021 de 26 de 
marzo que dispone: 
 

“1. En todos los casos, los sujetos investigados vendrán obligados a responder por escrito al 
síndico o a la síndica de Greuges, en un plazo no superior a un mes, que se computará de 
conformidad con las previsiones de la normativa estatal sobre procedimiento administrativo común 
de las administraciones públicas. 
2. Las respuestas habrán de manifestar, de forma inequívoca, el posicionamiento de los sujetos 
investigados respecto de las recomendaciones o sugerencias contenidas en las resoluciones. Si se 
manifestara su aceptación, se harán constar las medidas adoptadas para su cumplimiento. La no 
aceptación habrá de ser motivada. 
3. Las respuestas de los sujetos investigados o las declaraciones del Síndic de Greuges que 
acrediten que se ha producido alguno de los incumplimientos recogidos en el artículo 39, se harán 
públicas a través de la página web de la institución, de forma que puedan ser inmediatamente 
relacionadas con las quejas que las originan y de forma que resulten fácilmente accesibles para la 
ciudadanía.” 

 
Si el Ayuntamiento de Castelló se niega a colaborar con el Síndic de Greuges, se hará constar en las 
resoluciones que pongan fin al procedimiento, así como en los informes anuales, especiales y 
extraordinarios que emita el Síndic de Greuges ante Les Corts Valencianes, en cuyo caso se indicará 
también la identidad de las personas responsables. 
 
La persistencia en las actitudes obstaculizadoras que derive en un comportamiento hostil o 
sistemáticamente entorpecedor de las investigaciones llevadas a cabo por el Síndic de Greuges dará lugar 
a un informe especial de carácter monográfico, en el que se identificará a las autoridades y al personal que 
sean responsables de lo sucedido. 
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3 Resolución 
 
A la vista de lo que hemos expuesto y conforme a lo que establece el artículo art. 33 de la Ley 2/2021, de 26 
de marzo, del Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana, formulamos las siguientes consideraciones al 
AYUNTAMIENTO DE CASTELLÓ DE LA PLANA: 
 
1. RECOMENDAMOS que, en situaciones como la presente, extreme al máximo los deberes legales que se 
extraen del art. 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas y que proceda contestar en el plazo legalmente establecido, expresa y 
motivadamente, los escritos que los interesados o en este caso los delegados sindicales presenten ante 
esa administración, de acuerdo con lo prevenido en el artículo 21 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y en ejercicio de la acción sindical 
reconocida constitucionalmente. 
 
2. ACORDAMOS que nos remita, en el plazo de un mes, según prevé el artículo 35 de ley reguladora de 
esta institución, el preceptivo informe en el que nos manifieste la aceptación de las consideraciones que le 
realizamos indicando las medidas a adoptar para su cumplimiento o, en su caso, las razones que estime 
para no aceptarlas. 
Así: 
- Si manifiesta su aceptación, hará constar las medidas adoptadas para su cumplimiento. Si el plazo para 

cumplirlas resultara superior, la respuesta deberá justificar esta circunstancia e incluir el plazo concreto 
comprometido para ello. 

- La no aceptación habrá de ser motivada 
 
3. ACORDAMOS que se notifique la presente resolución a la persona interesada, a la administración local y 
se publique en la página web del Síndic de Greuges. 

 

Ángel Luna González 
Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana 
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